2006-0007-02

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNAN MEJIA URIBE

Pereira, doce de febrero de dos mil nueve
Acta No 0006 de febrero 12 de 2009.
Siendo las dos y treinta minutos de la tarde (2:30 p.m.) de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala Laboral de esta Corporación, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Labo​ral del Circuito de Pereira el 30 de octubre de 2008, dentro del proceso ordinario propuesto por María del Carmen Bedoya Peña contra la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A. COLFONDOS”.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,




ANTECEDENTES
A través de apoderado busca la demandante se condene a la demandada al pago de los valores correspondientes a la devolución de saldos, incluidos los rendimientos financieros y el valor del bono pensional debidamente actualizado y capitalizado; así mismo se fije el interés comercial sobre dicho capital a partir del 4 de enero de 2004.
Manifiesta la demandante, para así pedir, que encontrándose afiliada al Sistema General de Pensiones se trasladó del Instituto de Seguros Sociales a la Compañía Colombiana Administradora de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A. el 25 de julio de 1995; habiendo nacido el 4 de enero de 1947 cumplió 57 años el 4 de enero de 2004 y ni para esta fecha, ni en la actualidad la señora Bedoya Peña posee el capital necesario para financiar su pensión, ni tiene el equivalente a 1.150 semanas, la accionante manifiesta su interés de no seguir cotizando, para lo cual realizó su última aporte en febrero de 2004.  El 14 de noviembre de 2003, el Departamento de Actuaria de Colfondos calculó el valor del bono en $44.119.000. El 21 de diciembre de 2004 eleva reclamación para la devolución de saldos a la accionada, la cual manifiesta que al remitir la historia laboral de la actora a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda, éste organismo reporta: “No emitible existe indicio de pensión de vejez con la Caja de Previsión Social CAJANAL (sic)”, pronunciamiento motivante en la negativa de Colfondos para la devolución de saldos; señala así mismo que a la señora María del Carmen Bedoya Peña en su condición de docente oficial le fue reconocida pensión de jubilación mediante resolución No. 002183 del 13 de agosto de 1998, situaciones que conllevan a condicionar la citada devolución hasta tanto medie pronunciamiento de la Oficina de Bonos Pensionales en cuanto a la compatibilidad del bono pensional con la pensión que ésta recibe.
La demanda fue presentada el 13 de enero de 2006 ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, siendo admitida a través de providencia de enero 31 de 2006 (fl. 42), disponiendo en ella correrle traslado a la accionada quien, una vez notificada, por medio de apoderada judicial contestó (fl. 48), oponiéndose a las pretensiones, afirmando que se le ha dado tramite a las peticiones y que la devolución de los saldos deprecada se supedita al pronunciamiento de la O.B.P. y Cajanal, puesto que no puede darse una devolución de saldos en forma parcial; igualmente se oponen al pago de los intereses comerciales, teniendo en cuenta que en el régimen de ahorro individual se deben abonar en las cuentas de sus afiliados al menos una rentabilidad mínima.
Para la demandada el concepto formulado por la O.B.P. es erróneo respecto a que si la actora recibe pensión de jubilación por parte de Cajanal desde el 13 de agosto de 1998, no le asistiría derecho a la emisión del bono pensional por cuanto los pensionados únicamente podrán recibir una asignación del tesoro público, argumento que manifiesta no compartir, puesto que los recursos que financian la pensión de jubilación ya reconocida son del tesoro público, en tanto la pensión que pudiera generarse en el régimen de ahorro individual con solidaridad no, esto es, con el capital acumulado en la cuenta de ahorro individual con sus respectivos rendimientos e incluyendo el bono pensional si a este hubiere lugar.

Es así como solicita la demandada la integración del litisconsorcio necesario vinculando a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público bajo el presupuesto de que si es procedente la devolución de saldos reclamada se condene a la O.B.P. a la emisión del respectivo bono pensional, de otro lado dentro del libelo contestatorio se propusieron como excepciones: “Inexistencia  de la obligación”, “Buena fe” y “Prescripción”.
Se llevó a cabo la primera audiencia (fl. 67), dentro de la cual no se dio acuerdo conciliatorio por desinterés de ambas partes; se corrió traslado de las excepciones, seguidamente se dio tramite a la solicitud de integración del litisconsorcio necesario, negando la juez a quo la petición, situación que llevó a la accionada a presentar apelación (fl. 80), al desatarse el recuso ante este Juez Colegiado se confirma la decisión impugnada (fls. 86 a 93), se continuó con el trámite del proceso, se decretaron las pruebas pedidas por las partes, mismas que se practicaron en lo posible.
Finalizado el debate probatorio la a-quo condenó al ente demandado (fl. 145). Una vez analizado el acervo probatorio arrimado al proceso se pudo determinar que la actora, quien venía cotizando a los Seguros Sociales para las contingencias de I.V.M. desde el 4 de marzo de 1986 en su condición de docente, se trasladó a partir de julio de 1995 a la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A.  (fl. 56, 134 a 136) así mismo, que de acuerdo con su fecha de nacimiento, esto es enero 4 de 1947 cuenta en la actualidad con 62 años de edad (fl. 33), razón por la cual la AFP realiza un estudio de factibilidad de retiro programado para la señora María del Carmen Bedoya a fecha 15 de agosto de 2004, encontrándose  que esta no cuenta con el capital suficiente para acceder a una pensión mínima en el régimen de ahorro individual, condicionando la devolución de saldos al pronunciamiento de la OBP si el bono pensional era compatible o no con  la pensión ya reconocida. Para la operadora jurídica  es claro que se configuran los presupuestos normativos para acceder a la devolución de saldos, teniendo en cuenta que la pensión de jubilación de que goza la libelista fue reconocida el 31 de julio de 1997 por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio - Departamento de Risaralda - la cual posteriormente fue reliquidada el 26 de febrero de 2000; lo anterior en virtud de su condición especial de docente en el sector público, lo cual no obstaba en su desempeño como docente en el sector privado, por lo cual cotizó posteriormente al Instituto de Seguros Sociales y al citada AFP, así pues se tiene que la alegada incompatibilidad no es aceptada, por tratarse la primera de una prestación reconocida por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la cual es compatible con otras pensiones o remuneraciones que no provengan del tesoro público, ordenando en consecuencia la devolución de los saldos y del bono pensional.

La apoderada de la accionada se alzó en apelación (f.147), bajo el argumento de que la Oficina de Bonos Pensionales manifestó que dicho bono “NO ES EMITIBLE, EXISTE INDICIO DE PENSIÓN DE VEJEZ CON LA CAJA DE PREVISION SOCIAL CAJANAL” por lo tanto no le es posible a la demandada devolver lo que no está en su poder, pues en el evento de existir dicho bono le corresponde a la entidad anteriormente citada su devolución, teniendo en cuenta que las AFP no responden por la emisión y pago de bonos, sino por la gestión en ese propósito, razón por la cual están en condiciones de entregar únicamente los saldos en la cuenta de ahorro individual con sus rendimientos.
Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado  por el artículo 40 de la Ley 712 de 2001, que modificó el 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, término común durante el cual partes guardaron silencio.  
No advirtiéndose causal de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver conforme a las siguientes, 


4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

En el caso concreto, está comprobado que la demandante realizó aportes al Régimen de Prima Media en el Instituto de Seguros Sociales desde el 04 de marzo de 1986 hasta el mes de junio de 1995, fecha en la cual se trasladó a la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A. Colfondos (f.56, 134 a 136) cotizando allí al régimen de ahorro individual con solidaridad hasta febrero de 2004, según se desprende de la prueba documental aportada por la parte accionada no desvirtuada; así las cosas se tiene un total cotizado de 433.29 semanas en el último régimen.

A lo anterior se adiciona que para la fecha en que la señora María del Carmen Bedoya Peña dejó de cotizar al régimen de ahorro individual con solidaridad contaba con 57 años de edad cumplidos, sin embargo no poseía el capital necesario para acceder a su pensión de vejez en dicho régimen, con lo cual se observa que se reúnen los requisitos establecidos en el artículo 66 de la Ley 100 de 1993 para que se efectúe la devolución de saldos así:
“Art. 66.- Quienes a las edades previstas en el artículo anterior no hayan cotizado el número de semanas exigidas, y no hayan acumulado el capital necesario para financiar una pensión por lo menos igual al salario mínimo, tendrán derecho a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, incluidos los rendimientos financieros y el valor del bono pensional, si a éste hubiere lugar, o a continuar cotizando hasta alcanzar el derecho”  (Negrillas fuera de texto)
Frente a lo precedentemente escrito señala la demandada en su defensa que no accede a la devolución hasta tanto la OBP no se pronuncie respecto a si la pensión que recibe en la actualidad la señora Bedoya Peña es compatible con el bono pensional; para este Juez Colegiado en nada riñe la existencia de la pensión de jubilación reconocida por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mediante Resolución Nº 0649 del 31 de julio de 1997 con un eventual reconocimiento de pensión de vejez por parte de la AFP Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A., siempre y cuando se reunieran los presupuestos normativos para ello, puesto que el origen  de los recursos con que se financian cada una de ellas es diferente, así pues, se tiene que la Resolución Nº 0649 de julio de 1997 (fl. 129 a 131) reconoció la pensión de jubilación por parte del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a la petente, teniendo en cuenta los tiempos cotizados en el Fondo Educativo Regional Risaralda, en la Caja de Seguridad Social de Risaralda y en el Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, participando únicamente las entidades enunciadas con cuotas partes dentro de la reconocida prestación; posteriormente se reliquidó la citada pensión a través de la Resolución Nº 004221 del 26 de febrero de 2000 (fl. 126 a 128) en la cual no se evidenciaron cuotas partes de entidades diferentes a las ya mencionadas, como lo sería el Instituto de Seguros Sociales para el caso que nos interesa, de lo cual se infiere que las cotizaciones efectuadas al mencionado Instituto a partir del 4 de marzo de 1986 hasta el 30 de noviembre de 1994, que constituyen el bono pensional, no hacen parte de la pensión reconocida, ni de su reliquidación.

Como se planteó en acápites anteriores al encontrarse la demandante dentro de un grupo exceptuado de aplicación de la Ley 100 de 1993 como se prevé en su artículo 279 así:
“Art. 279. –Excepciones.  El sistema integral de la seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional  (...)

…

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio, creado por la ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones de cualquier clase de remuneración.  Este fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales a favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida” (Negrillas fuera de texto)
Permea en forma irrefutable que la accionante por tener esta especial condición de docente, podía ejercer su oficio en el sector privado en forma paralela con la labor de educadora en el sector público, sin que ello fuera óbice para dejar de percibir la pensión de jubilación a que tuvo derecho, la cual fue reconocida y reliquidada por Cajanal en forma conjunta con la expectativa pensional en Colfondos S.A., para lo cual efectuó las correspondientes cotizaciones, puesto que como lo ha dicho ya este Tribunal, ambas prestaciones no son incompatibles debido a las especiales condiciones que rigen para cada una de ellas.

Se concluye que se reúnen los presupuestos normativos para que opere la devolución de saldos consagrada en la Ley 100 de 1993, lo cual corresponde a los valores depositados en la cuenta de ahorro individual con sus respectivos rendimientos, al igual que el bono pensional teniendo en cuenta que no se allegó prueba dentro de las presentes diligencias que demostrara la inclusión de éste en la pensión ya reconocida. 
En mérito de lo discurrido, la Sala de decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado.
Costas en esta sede no se causaron.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia se da por terminada y en constancia se suscribe el acta por quienes intervinieron.

Los Magistrados,
HERNAN MEJIA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
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